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El Observatorio del Sistema Judicial (OSJ) constituye una herramienta compleja de estudio e intervención

sobre la administración de justicia. Se desarrolla mediante dos componentes: un seguimiento de expedientes a

través del relevamiento de una muestra estadísticamente representativa, y un seguimiento de casos relevantes.

Ambos componentes nos permiten realizar un estudio completo de las prácticas judiciales relativas a los procesos

por infracciones a la ley penal y de protección en referencia a niños, niñas y adolescentes. Mientras que el

seguimiento de expedientes habilita un acercamiento objetivo y estadísticamente confiable a estas prácticas, el

seguimiento de casos hace posible tomar contacto con situaciones relevantes en el plano teórico y/o estratégico.

Una importante singularidad del proyecto es la posibilidad, en la selección de los casos, de acompañar el trámite

de un expediente, asumir la defensa de algún caso concreto e incluso presentar acciones ante los tribunales u

otros organismos públicos frente a situaciones que el equipo técnico considera relevantes. En este primer año de

ejecución del proyecto hemos utilizado los datos obtenidos en el marco del seguimiento de expedientes como

insumo y justificación de la presentación de acciones.

Pese a la denominación observatorio del sistema judicial, incorporamos a nuestro estudio las instancias

anteriores, concomitantes y posteriores a la intervención de la agencia judicial, tales como actividades policiales

previas al proceso y ejecución de las medidas judiciales.

Las Reglas de Beijing expresan en su artículo 30 la importancia de la investigación como base de la

planificación, la formulación y la evaluación de políticas.1  En este sentido, pretendemos que nuestro trabajo

constituya un importante insumo para los ejecutores de políticas públicas y legisladores, con vistas a efectuar los

cambios necesarios para el perfeccionamiento del sistema de administración de justicia. La generación de

información confiable y la incidencia sobre el sistema de administración de justicia con relación a niños, niñas

y adolescentes son objetivos igualmente trascendentes para el mejoramiento de las prácticas judiciales y de la

jurisprudencia, especialmente cuando se desarrolla un largo proceso de adecuación normativa iniciado con la

ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) a través de la ley 16.137, del 28 de setiembre

de 1990. La CDN constituye un marco mínimo de reconocimiento de derechos a los niños, niñas y adolescentes,

en el que deben inscribirse las legislaciones y las prácticas de los países que la han ratificado.

Al ratificar esta convención internacional, el Estado uruguayo asume la obligación de respetar y garantizar

los derechos amparados en ella y el deber de adecuar su ordenamiento jurídico interno a la norma referida. Una

vez ratificada la CDN, el Estado debió emprender la necesaria revisión de su legislación interna con el propósito

de eliminar las discrepancias entre ésta y las normas internacionales.2

Introducción al proyecto

1 Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing). Adoptadas por la Asamblea

General en su resolución 40/33, de 28 de noviembre de 1985.

2 Cf. Cecilia Medina: Manual de derecho internacional de los derechos humanos para defensores públicos, Santiago de Chile, 2004,

p. 18.
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El Comité de los Derechos del Niño, en el examen de los informes presentados por los estados partes con

arreglo al artículo 44 de la CDN, expresó:

Al Comité le preocupa la insuficiencia de las medidas adoptadas para armonizar la legislación interna con los

principios y las disposiciones de la Convención, pese a que se considera que los tratados internacionales

ratificados por el Uruguay tienen categoría similar a la de la legislación ordinaria. Al Comité le preocupa

asimismo que no se haya promulgado ninguna nueva medida legislativa relativa a los aspectos a que se refiere

la Convención, comprendidas leyes sobre la adopción internacional, la prohibición de la trata de niños y la

prohibición de la tortura. También le preocupa al Comité que aún no se haya revisado ni modificado el Código

del Menor, promulgado en 1934, que contiene varias disposiciones contrarias a la Convención. El Comité

lamenta además que sigan en vigor diversas disposiciones jurídicas contrarias a la Convención, comprendidas

algunas relativas a la administración de la justicia de menores, la edad mínima de acceso al empleo y la edad

mínima para poder contraer matrimonio.3

El Código de la Niñez y la Adolescencia (CNA), promulgado el 7 de setiembre de 2004, se enmarca

en el proceso de adecuación de la normativa interna a los estándares de la CDN, y en este sentido deroga

expresamente la ley 9342, de 6 de abril de 1934 (Código del Niño), y sus modificaciones. Sin embargo,

pese a derogar la normativa anterior, el CNA ha sido criticado. Se ha cuestionado que la aprobación del

referido cuerpo normativo constituya una real y completa adecuación a la CDN.4

Sin perjuicio de lo expresado, el CNA significa un importante avance legislativo y la aplicación de

esta nueva normativa en el ámbito judicial representa un nuevo reto para nuestra cultura jurídica. Una

adecuada administración de justicia en el marco de un Estado democrático de derecho es indispensable

para la efectiva realización de los derechos humanos. El fortalecimiento de la democracia exige una

constante revisión de los instrumentos jurídicos de protección de los derechos humanos y de las prácticas

de los organismos estatales que deben concretar su efectivo cumplimiento.

Nuestro sistema judicial se ha mostrado históricamente comprometido con la adecuación de la normativa

y las prácticas judiciales a la CDN, entre otras normas. En este sentido es de destacar la aprobación por

parte de la Suprema Corte de Justicia (SCJ) de diversas acordadas orientadas a lo antedicho. En definitiva,

el sistema de administración de justicia con relación a la infancia y la adolescencia está atravesando una

fase de intensas transformaciones.

El presente trabajo es el resultado de un intenso seguimiento de las prácticas y resoluciones judiciales

posteriores a la aprobación del CNA, realizado con el objetivo de iniciar una profunda reflexión sobre la

implementación de esta nueva norma, especialmente a los efectos de favorecer el desarrollo de prácticas

judiciales acordes con la normativa internacional consagratoria de los derechos humanos de la infancia y

la adolescencia, así como con nuestra Constitución.

3 Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño-Uruguay. 30 de octubre de 1996. CRC/C/15/Add. 62.

4 Cf. UNICEF: Comentarios al proyecto de Código de la Niñez y la Adolescencia de la República Oriental del Uruguay aprobado por la

Cámara de Representantes el 18 de diciembre de 2001, a estudio de la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senado-

res, Montevideo: UNICEF, Oficina para Uruguay, junio de 2003; Javier Palummo, Luis Pedernera, Diego Silva, Javier Salsamendi y Carlos

Uriarte (coord.): Aproximación crítica al Código de la Niñez y la Adolescencia de la República Oriental del Uruguay, Montevideo: FCU-

UNESCO, Montevideo, 2004; Javier Palummo, Luis Pedernera, Diego Silva, Javier Salsamendi y Carlos Uriarte (coord.): “El proceso de

reforma legislativa en el Uruguay”, en Emilio García Méndez y Mary Beloff (comps.): Infancia, ley y democracia en América Latina, tomo

II, 3.ª ed., Bogotá: Temis-Depalma, 2004, pp. 1513 y ss.; Javier Palummo, Luis Pedernera, Diego Silva, Javier Salsamendi y Carlos

Uriarte (coord.): “Informe sobre el Código de la Niñez y la Adolescencia de la República Oriental del Uruguay, Ley n.o 17.823, setiembre

de 2004”, en Justicia y Derechos del Niño, n.o 6, Santiago de Chile: UNICEF, 2004, pp. 209 y ss.
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1. Marco teórico y normativo

a. Introducción

Las instituciones y los profesionales desarrollan sus prácticas en el marco de la concepción de infancia imperante

en cada época, pero sus prácticas también construyen y reproducen la infancia y adolescencia que piensan. Por esta

razón, el proceso de construcción social de la infancia constituye un inevitable punto de partida para el análisis.

La infancia no existe como una categoría ontológica, sino que es el resultado de un complejo proceso de

construcción social, un descubrimiento que data de fines del siglo XVII y comienzos del XVIII.5  Los estudios

sobre la construcción social e histórica de la infancia en América Latina y específicamente en Uruguay son

tardíos. Pese a ello, se destacan algunos trabajos e investigaciones vinculadas a la historia de la sensibilidad y a

la criminología latinoamericana. En este contexto se produjo la primera investigación interdisciplinaria, que

constituyó un primer acercamiento a la cultura y a los mecanismos del control sociopenal de la infancia, desde

el proceso de colonización hasta la aparición de las primeras leyes específicas de menores, momento que fue

posible ubicar en la década del 1920. Esta investigación confirmó la hipótesis de Ariès, de que la infancia no

constituye una categoría de carácter ontológico, sino una construcción social.6

En el ámbito nacional, Barrán —en forma análoga a Ariès— también refiere a un descubrimiento del niño.

De acuerdo con los desarrollos de este autor, mientras que en la sociedad bárbara adultos y niños convivían y

protagonizaban la vida social, en la sociedad civilizada el niño comienza a ser visto como un ser diferente.

Múltiples aspectos de la vida social le son vedados, mientras que otros, como la escuela y el juego, le son

especialmente reservados.

5 Cf. Philippe Ariés: El niño y la vida familiar en el antiguo régimen (trad. Naty García Guadilla), Madrid: Taurus, 1988. Para profundizar

véase también Linda Pollock: Los niños olvidados. Relaciones entre padres e hijos de 1500 a 1900, México: FCE, 1990; Lloyd Demause:

Historia de la infancia, Madrid: Alianza Universidad, 1982; Elizabeth Badinter: ¿Existe el amor maternal? Historia del amor maternal.

Siglos XVII al XX, 1.ª reimp., Barcelona: Paidós, 1991.

6 Cf. Emilio García Méndez y Elías Carranza (comps.): Infancia, adolescencia y control social en América Latina, Buenos Aires: Depalma,

1990.

I. Consideraciones preliminares
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De la indiferenciación que implicaba también convivencia, se pasará a la diferenciación y el apartheid, todo

ello, sin embargo en aras del amor y la vigilancia.7

En la sociedad civilizada, la familia y la escuela cumplen un rol de reproducción de la categoría infancia.

Pero no todos los niños han tenido —ni tienen— acceso a estas instituciones. Los que quedan por fuera de ellas

son los excluidos de la infancia: los menores. Para ellos fue necesaria la construcción de una instancia específica

y de una ideología de control y socialización: el juez de menores y lo que buena parte de los autores han llamado

doctrina de la situación irregular.

La doctrina de la situación irregular apareció entonces como la expresión jurídica de un modelo de segregación

y control social. El resultado de la aplicación de este modelo ha dado lugar a la construcción de dos infancias: la

infancia escuela-familia-comunidad y la infancia trabajo-calle-delito.

Para la primera, las políticas sociales básicas (salud, educación, deporte, cultura y esparcimiento) […] Para la

segunda, una legislación de menores caracterizada por el empleo sistemático de los dispositivos típicos del

control social del delito (policía, justicia e institutos de internación) opera como control social de la infancia-

adolescencia empobrecida.8

El derecho de menores se originó en Estados Unidos, en un contexto de empobrecimiento masivo de las clases

populares, donde buena parte los niños pertenecientes a los estratos más bajos de la sociedad eran criados fuera de

los ámbitos normales de socialización y control. Esto condujo a la instalación, en Illinois en 1899, de lo que es

considerado el primer tribunal especial para menores de la historia.9  Este modelo fue rápidamente difundido por

Europa y América Latina. En los distintos países se estructuraron sistemas similares de protección a la infancia y se

reprodujeron los tribunales de menores como instituciones de protección y control social, que actuaban ante las

situaciones calificadas como abandono y también en el caso de que se imputara una infracción. Esta confusión

entre abandono e infracción es característica de los sistemas tutelares, en los cuales el discurso asistencial niega el

hecho de que se está ejecutando un programa estatal de control penal a través de la judicialización de conflictos que

deberían ser resueltos mediante la ejecución de las políticas públicas económicas y sociales.10

Nuestras primeras leyes de menores respondieron a esta matriz ideológica. Pero sin lugar a dudas la norma

clave que instauró el modelo tutelar fue el emblemático Código del Niño de 1934, que con leves modificaciones

legislativas incorporadas principalmente durante los años noventa estuvo vigente hasta su derogación expresa,

operada por el CNA. En este marco ideológico, el Código del Niño legitimó la intervención estatal coactiva y

discrecional de una porción de la infancia: los niños pobres, abandonados o delincuentes.11  La infancia y la

familia pasaron a ser objeto de intervención del Estado, a través del juez de menores —el modelo estatal del

buen padre de familia—, que contaría con la asistencia de los nuevos saberes normalizadores y de vigilancia: la

psiquiatría, los educadores y asistentes sociales, los psicólogos, entre otros. Estos no sólo vigilaban, sino que

construyeron un saber sobre aquellos a quienes se vigilaba.12

7 José Pedro Barrán: Historia de la sensibilidad en el Uruguay, t. 2: “El disciplinamiento. 1860-1920”, Montevideo: Ediciones de la Banda

Oriental, Facultad de Humanidades y Ciencias, 1990, p. 101.

8  Antonio Carlos Gomes da Costa: Niños y niñas de la calle: vida, pasión y muerte, Buenos Aires: UNICEF, 1997.

9  Para profundizar, véase Anthonny Platt: Los salvadores del niño o la invención de la delincuencia, México: Siglo XXI, 1997; Julio Cortes:

“A 100 años de la creación del primer tribunal de menores y 10 años de la Convención Internacional de los derechos del Niño”, en Justicia

y Derechos del Niño, n.o 1, Santiago de Chile: UNICEF, 1999, p. 63. Más recientemente y referido a la realidad anglosajona: Margaret K.

Rosenheim, Franklin E. Zimring, David S. Tanenhaus y Bernadine Dohrn (eds.): A century of juvenile justice, Chicago: University of

Chicago Press, 2002; David B. Wolcott: Cops and kids. Policing Juvenile Delinquency in Urban America, 1890-1940, Columbus: Ohio State

University Press, 2005.

10 Cf. Alessandro Baratta: “Política criminal: entre la política de seguridad y la política social”, en Elías Carranza (coord.): Delito y

seguridad de los habitantes, México: Siglo XXI, 1997; AA. VV.: El Uruguay de los 90: Entre políticas sociales y políticas criminales,

Montevideo: IELSUR, 1997.

11 Cf. Ofelia Grezzi y Carlos Uriarte: “Infancia, adolescencia y control social en Uruguay”, en Emilio García Méndez y Elías Carranza

(comps.): Del revés al derecho. La condición jurídica de la infancia en América Latina. Bases para una reforma legislativa, Buenos Aires:

Galerna, 1992.

12 Cf. Michel Foucault: La verdad y las formas jurídicas, 4.ª ed., Barcelona: Gedisa, 1995, p. 100.
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El sistema de control social dirigido a la infancia y la adolescencia desde siempre estuvo influido por la

concepción jurídica dominante sobre estos sujetos y la correspondiente posición normativa que el ordenamiento

jurídico reconoce al niño y al adolescente.13  No es de extrañar, por tanto, que estos sistemas fueran impactados

por el derecho internacional de los derechos humanos.

b. El impacto del derecho internacional de los derechos humanos

Mary Beloff ha expresado que los países de América Latina han seguido distintos caminos con relación al proceso

de adecuación de su legislación interna a los estándares fijados en las normas internacionales. En algunos países la

ratificación de la CDN no tuvo ningún impacto, en otros sólo dio lugar a un proceso de adecuación meramente

formal, y en un tercer grupo de países se produjo una adecuación sustancial a los estándares de la CDN.14

[...] en prácticamente todos los países latinoamericanos se han producido cambios importantes en la manera

de concebir los derechos de las personas menores de edad en los últimos quince años, como consecuencia del

impacto de la incorporación de la CDN al derecho interno. Esta transformación suele resumirse en el paso de

una concepción de los “menores” —una parte del universo de la infancia— como objeto de tutela y protección

segregativa, a considerar a niños y jóvenes como sujetos plenos de derecho.15

En Uruguay, con la ratificación de la CDN, primero se desarrolló un proceso de transición discursiva de los

operadores del sistema, los cuales gradualmente fueron abandonando el discurso tutelar. Con la aprobación del

CNA se acentuó la transformación legal que había tenido como antecedente más destacado el artículo 25 de la

ley 16.707 de julio de 1995 (Seguridad Ciudadana). Actualmente, nos enfrentamos a la transición más importante,

la que nos debe conducir a transformar las prácticas profesionales e institucionales.

La irrupción de la normativa internacional de los derechos humanos en los sistemas de imposición de castigos

a los adolescentes que cometen infracciones a la ley penal se expresó en el reconocimiento de una responsabilidad

especial de los adolescentes, en el marco de un procedimiento dotado de garantías que limitan el poder punitivo

estatal y promueven un sistema orientado al respeto de los derechos humanos de los adolescentes sometidos al

proceso. El proceso penal juvenil se constituyó en uno de tipo de cognición o de comprobación de tipo inductivo,

que excluye valoraciones y admite predominantemente aserciones o negaciones —de hecho o de derecho— y

que sean predicables la verdad o la falsedad procesal.16

El sistema de reacción estatal ante las infracciones penales impactado por la CDN y demás instrumentos

internacionales de protección de los derechos humanos de la infancia y la adolescencia17  se ha constituido

gradualmente en un sistema de garantías que limita el ejercicio del poder punitivo y que fomenta la dignidad del

adolescente, promoviendo el respeto de éste por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros

y su reintegro a la sociedad. Este sistema de responsabilidad penal requerirá que el adolescente incurra en una

conducta previamente tipificada y sancionada por la norma penal para que se justifique la aplicación de una

13 Cf. Miguel Cillero: “Adolescentes y sistema penal. Proposiciones desde la Convención sobre los derechos del niño”, en Justicia y

Derechos del Niño, Santiago de Chile: UNICEF, p. 102.

14 Cf. Mary Beloff: “Modelo de la protección integral de los derechos del niño y de la situación irregular: un modelo para armar y otro

para desarmar”, en Justicia y Derechos del Niño, n.o 1, Santiago de Chile: UNICEF, p. 11. El proceso de adecuación legal ha sido

profundamente estudiado en Emilio García Méndez y Mary Beloff: Infancia, ley y democracia en América Latina, Bogotá: Temis-Depalma,

1998, existe dos ediciones posteriores aumentadas y actualizadas: Bogotá: Temis-Depalma, 1999, y Bogotá: Temis, 2004.

15 Mary Beloff: Los derechos del niño en el sistema interamericano, Buenos Aires: Ed. del Puerto, 2004, p. 4. En el trabajo anterior-

mente citado publicado en Justicia y Derechos del Niño, n.o 1, la autora expresaba: “Tal transformación se conoce como la sustitución

de la ‘doctrina de la situación irregular’ por la ‘doctrina de la protección integral’”.

16 Cf. Luigi Ferrajoli: Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, 7.ª ed., Madrid: Trotta, 2005, p. 37.

17 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing); Reglas de las Naciones

Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de

diciembre de 1990; y Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad), adoptadas

y proclamadas por la Asamblea General en su resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990.
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sanción. El Estado no podrá intervenir punitivamente como lo hacía en los sistemas tutelares basándose en

estados o situaciones en las cuales se pueda encontrar el sujeto, en sus necesidades o requerimientos educativos.

El catálogo de conductas reprochables a los adolescentes no puede ser más extenso que el de los adultos, y en

virtud de que el reconocimiento de los derechos humanos de la infancia y la adolescencia implica la consideración

de un régimen normativo de protección especial, se deben descriminalizar conductas del catálogo aplicable a los

adultos.18  La CDN apunta claramente a contener el poder punitivo del Estado y a dotar a los procedimientos de

garantías, en el marco de un derecho penal mínimo con una respuesta específica para los adolescentes.

c. Sistemas penales y derechos humanos

Los sistemas penales constituyen parte de un sistema más amplio dedicado al control social institucional, con

la especificidad de que han sido creados para controlar la desviación y para administrar las formas más severas

de castigo.19  La función de control social puede efectuarse tanto por medio de mecanismos no institucionales,

dando lugar a formas de control social informal, como a través de mecanismos institucionales que constituyen

el control social formal o institucional.20  La noción de control social institucional pone en el centro de la

cuestión las prácticas y los discursos de la institución. No se mira al adolescente criminal, sino hacia los procesos

de definición del crimen y del criminal, encartados en procesos políticos de disciplinamiento social. Los sistemas

penales se descomponen en subsistemas, segmentos o agencias, entre los que se identifican un segmento policial,

un segmento judicial y un segmento dedicado a la ejecución penal. Dichos segmentos se encuentran condicionados

por la existencia de un segmento legislativo que interviene en la creación de las normas que deben regirlos.21  La

selectividad del sistema se origina en la propia ley penal, ya que no todas las conductas consideradas reprobables

o lesivas son tipificadas como delito.

Estos segmentos o agencias cumplen distintas funciones en el proceso de criminalización. Al segmento

legislativo le corresponde la criminalización primaria, esto es, el mecanismo de producción de las normas

penales, mientras que a los segmentos policial y judicial les corresponde la criminalización secundaria, es decir,

los mecanismos de aplicación de las normas, que comprenden las actuaciones policiales previas y el proceso

judicial propiamente dicho. Al último de los segmentos nombrados le corresponde la ejecución de la pena.22

En este marco, el derecho penal juvenil no debe ser neutral, sino que debe responder a un objetivo político

valorativo previamente establecido, que es la contención del poder punitivo para fortalecer el Estado de derecho.23

En este sentido algunos autores han expresado que el CNA instaura un derecho penal mínimo, de acto, que

reduce la intervención punitiva en consonancia con la Convención sobre los Derechos del Niño.24  Estos

posicionamientos se encuentran ampliamente fundamentados, en el plano normativo y doctrinario, en las

consecuencias o efectos que las intervenciones punitivas tienen sobre los adolescentes.

18 Cf. CDN, artículo 40.2.a, y Directrices de RIAD, regla VI, 56. Véase Miguel Cillero: o. cit., p. 125; Carlos E. Uriarte: Control institucional

de la niñez adolescencia en infracción. Un programa mínimo de contención y límites al sistema penal juvenil (las penas de los jóvenes),

Montevideo: Carlos Álvarez, 1999.

19 Cf. David Garland: Castigo y sociedad moderna, México: Siglo XXI, 1999, p. 321.

20 Cf. Bustos Ramírez: Manual de Derecho Penal. Parte general, Barcelona: PPU, 1994, p. 29. Para profundizar sobre este esquema con

relación al control social de la infancia y la adolescencia véase Emilio García Méndez: “Para una historia del control penal de la infancia:

la informalidad de los mecanismos formales de control social”, en Derechos de la infancia y la adolescencia en América Latina: De la

situación irregular a la protección integral, 2.ª ed., Forum Pacis, Ibagué (Tolima), Colombia, 1997, pp. 33 y ss.; y Uriarte, Control…, o.

cit., p. 21.

21 Cf. Eugenio Raúl Zaffaroni: En busca de las penas perdidas, Buenos Aires: Ediar, 1989, p. 141; Gonzalo D. Fernández: “Los conflictos

institucionales en el sistema penal”, en Contribuciones 3, Buenos Aires: Fundación Konrad Adenauer, 2002, p. 57.

22 Cf. Alessandro Baratta: Criminología crítica y crítica del derecho penal, 2.ª ed., México: Siglo XXI, 1989, p. 168.

23 Cf. Eugenio Raúl Zaffaroni, Alejandro Alagia y Alejandro Slokar: Derecho penal. Parte general, Buenos Aires: Ediar, 2000, p. 37.

24 Cf. Ricardo Pérez Manrique: “Uruguay: Reflexiones sobre el Código de la Niñez y la Adolescencia. Ley n.o 17.283”, en Justicia y

Derechos del Niño, n.o 6, Santiago de Chile: UNICEF, 2004, pp. 269 y ss.; Jacinta Balbela: “Código de la Niñez y la Adolescencia”, en

Texto y Contexto n.o 35, Montevideo: FCU, 2004, p. 25.; Jacinta Balbela y Ricardo Pérez Manrique: Código de la Niñez y la Adolescencia,

Anotado y comentado, Ley 17.823, Montevideo: B de F, 2005.
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Todas las contradicciones del poder punitivo se exaltan cuando sus objetos son los niños y los adolescentes;

la inhumanidad, la ineficacia preventiva, la violencia y la selectividad caen en total evidencia.25  Las Reglas de

Beijing son claras al expresar que cualquier tipo de intervención de la justicia es malo y causa perjuicios.26  Los

derechos humanos de la infancia y la adolescencia constituyen un marco jurídico para el reconocimiento de su

especificidad, que actúa como un límite al sistema penal.

Las medidas de institucionalización tienen graves e irreversibles efectos sobre los adolescentes que las sufren.

Así lo expresan las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de Menores Privados de Libertad, cuando

dicen que su objeto es “establecer normas mínimas aceptadas por las Naciones Unidas para la protección de los

menores privados de libertad en todas su formas, compatibles con los derechos humanos y las libertades

fundamentales, con miras a contrarrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la

integración en la sociedad”.27  La única aspiración frente al sistema penal es promover su reducción y controlar

su expansión a través de la estructuración de un sistema general de garantías que lo limite todo lo posible.28

Diversos autores han referido a las nociones de derecho penal mínimo y derecho penal máximo, aludiendo a los

mayores o menores vínculos garantistas estructuralmente internos al sistema, y a la cantidad y la calidad de las

prohibiciones y las penas en él establecidas,29  en el entendido de que un modelo de derecho penal mínimo debe

apuntar al establecimiento de un sistema de garantías y a una masiva disminución de las prohibiciones penales.

El garantismo penal constituye una herramienta teórica dirigida a fundamentar la limitación al poder punitivo

estatal y desarrollar un modelo de derecho penal mínimo.30  En el caso específico de los adolescentes, el derecho

penal tiene una doble misión: contener, limitar y restringir el poder punitivo y, al mismo tiempo, limitar el poder

adulto.31  Esta tarea de contención, en un contexto fundamentalmente político y mediático de endurecimiento de

las respuestas punitivas sobre la infancia y la adolescencia, conlleva el reto de repensar la cuestión de la

administración de justicia con relación a este sector social, como parte del ordenamiento jurídico, en un Estado

de derecho que respete la dignidad de los sujetos involucrados y establezca limites y garantías al ejercicio del

poder punitivo de las agencias administrativas y judiciales.

En el presente trabajo adoptaremos un punto de vista funcional; es decir, intentaremos mostrar la operatividad

del sistema y sus agencias o segmentos, y paralelamente analizaremos el marco normativo procesal y sustancial

relativo a cada materia específica, en la medida en que ambos tipo de normas regulan en forma conjunta el poder

punitivo del Estado.32  A estos efectos, adoptaremos la estructura del proceso establecido en el CNA como guía

para el tratamiento de los temas.

d. Breve referencia a la evolución normativa reciente

El CNA representa un importante avance en el camino de la adecuación de la normativa interna de fuente

nacional a los estándares internacionales en materia de derechos humanos de la infancia y la adolescencia. Antes de

que se aprobara este texto normativo, hubo en nuestro país varios anteproyectos de códigos sobre la temática.

25 Cf. Zaffaroni, Alagia y Slokar: o. cit., p. 178.

26 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores, comentarios a la regla 1.

27 Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de Menores Privados de Libertad, regla I.3.

28 Entendemos por garantías los vínculos normativos idóneos para asegurar efectividad a los derechos subjetivos y, más en general, a los

principios axiológicos sancionados por las leyes. Cf. Ferrajoli: o. cit., p. 28.

29 Ibídem, p. 104.

30 Para una profundización en referencia a estos conceptos véase Ferrajoli: o. cit., p. 103; Alessandro Baratta: “Requisitos mínimos del

respeto de los derechos humanos en la ley penal”, en Criminología y Derecho I, Montevideo: FCU, 1987; Baratta: Criminología…, o. cit.,

1989. En nuestro país: Gonzalo D. Fernández: Culpabilidad y teoría del delito, vol. I, Montevideo: B de F, 1995; Uriarte: Control…, o.

cit., pp. 177 y ss.; Eduardo Pesce Lavaggi: Derecho penal juvenil. Lineamientos para su formulación dogmática, Montevideo: Carlos

Álvarez, 2005.

31 Cf. Uriarte: Control…, o. cit., p. 192.

32 Cf. Alberto M. Binder: Iniciación al proceso penal acusatorio, Buenos Aires: Campomanes, 2000, p. 23.
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Por resolución del Ministerio de Educación y Cultura del 24 de octubre de 1990, se creó una comisión que

redactó un anteproyecto de Código del Menor, que llegó a tratarse en mayo de 1994 en una comisión especial de

la Cámara de Senadores.

Más adelante, por resolución de la Presidencia de la República del 12 de junio de 1995, se creó una comisión

para el estudio y la elaboración de un proyecto de Código de la Niñez y la Adolescencia, la cual redactó un

anteproyecto que posteriormente fue modificado en el marco de una nueva comisión de análisis que culminó su

versión en marzo de 1997. No sería ésta la versión que se constituiría en proyecto de ley; sobre fines del año

1997, una nueva comisión, fruto de un acuerdo interinstitucional, integrada por representantes propuestos por el

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Suprema Corte de Justicia, el Colegio de Abogados del

Uruguay y el entonces Instituto Nacional del Menor, elaboró, sobre la base de las versiones anteriores, un nuevo

anteproyecto de Código de la Niñez y la Adolescencia. Fue esta última versión la que ingresó a consideración

del Poder Legislativo y recibió media sanción legislativa en la Cámara de Representantes en setiembre de 1999.

Sin embargo, la legislatura concluyó sin que proyecto obtuviera la aprobación definitiva.

En la siguiente legislatura se presentó el proyecto que había sido aprobado en la Cámara de Representantes.

Este proyecto obtuvo nuevamente media sanción por la misma Cámara y, pese a haber sido objeto de múltiples

modificaciones en la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores y por una comisión

especial bicameral, terminó siendo aprobado por la Cámara de Senadores tal cual le había sido remitido, el día 26

de agosto de 2004. Esta aprobación sorpresiva y unánime dio nacimiento al actual Código de la Niñez y la

Adolescencia, promulgado el 7 de setiembre de 2004 y publicado en el Diario Oficial el 14 de setiembre de 2004.

Mientras se desarrolló este largo proceso de adecuación —y a partir de la ratificación de la CDN— se

efectuaron modificaciones a la normativa anterior. Los primeros cambios se realizaron por medio de actos

administrativos del Poder Judicial.33  En el plano legislativo, el artículo 25 de la ley 16.707, de 12 de julio de

1995, conocida como Ley de Seguridad Ciudadana, introdujo el debido proceso legal respecto de los adolescentes

a los cuales se les imputan infracciones a normas penales.

e. Descripción orgánica del sistema de administración de justicia

La competencia en materia de adolescentes infractores en los departamentos del interior analizados le

corresponde a los juzgados letrados de primera instancia con competencia en materia penal y aduana de cada

departamento. Se encuentran en esta situación los juzgados letrados de primera instancia de Maldonado de 2.o y

4.o turno, y los juzgados letrados de primera instancia de Salto de 2.o y 4.o turno, sin perjuicio de la intervención

de los jueces de paz para adoptar las primeras y más urgentes medidas (artículo 45 del Código del Proceso

Penal), conforme lo dispone el numeral 15 del artículo 76 del CNA. Estos juzgados a partir de la vigencia del

CNA dejaron de ser competentes con relación a la adopción de medidas de protección de derechos.

En Montevideo en el primer año de implementación del CNA se dieron varios cambios en los planos

institucional y reglamentario. El Código cambió la denominación de los juzgados letrados de menores por

juzgados letrados de adolescentes. Asimismo, la competencia de éstos se modificó, en la medida en que dejaron

de ser competentes con relación a la adopción de medidas de protección de derechos.

Con relación a los expedientes en trámite, a los efectos de aplicar la referida modificación de competencias

se dispuso lo siguiente:

Expedientes en trámite: Los expedientes en los que se deberá declinar competencia, que se encuentren

actualmente en trámite ante los Juzgados Letrados de Menores se distribuirán: – en Montevideo, entre todos

33 Cf. acordadas n.os 7.236 (de 1994), 7.307 y 7.308 (ambas de 1996), referidas respectivamente a las normas procesales en materia de

menores infractores, a la regulación de las medidas y a la actuación en materia tutelar.
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los Juzgados Letrados de Familia, para lo cual, deberán remitirse a la ORDA, en el plazo que vence el 1.o de

octubre de 2004; esta oficina tendrá 15 días hábiles contados a partir de la fecha indicada, para redistribuirlos

y entregarlos a los Juzgados respectivos […] – en el interior, se remitirán al o los Juzgados con competencia

en materia de Familia. Si hubiera más de uno la remisión se realizará teniendo presente la primera letra del

apellido del niño o adolescente, según la Planilla de Turnos vigente para la materia laboral.34

En una primera instancia el trabajo de los juzgados de adolescentes se organizó a través de turnos semanales

que fueron atendidos por dos jueces de adolescentes de manera simultánea. Uno de estos jueces se encargó del

turno exclusivamente a efectos de atender las comunicaciones telefónicas y ordenar las diligencias inmediatas

que sean pertinentes, y derivó la actuación al otro magistrado de turno, quien presidirá las audiencias respectivas

y continuará en el conocimiento de la causa.35

Posteriormente, por acordada n.o 7.550, de 11 de mayo de 2005, se creó el Juzgado Letrado de Adolescentes

de 4.o turno, el que quedó constituido a partir del 20 de junio de 2005, con la misma jurisdicción y competencia

de los restantes. Respecto del régimen de turnos, la norma referida reiteró el sistema de turnos semanales atendidos

por dos jueces de adolescentes de manera simultánea. Esta situación fue cambiada por acordada n.o 7.555, de 8

de junio de 2005, que estableció un nuevo régimen de turnos vigente a partir del 20 de junio del mismo año,

conforme al cual la primera semana el juez de 1.er turno presidirá audiencias, continuando el conocimiento de la

causa, y las comunicaciones las recibirá 3.er turno; la segunda semana 4.o turno atenderá las comunicaciones y 2.o

turno presidirá las audiencias, continuando en el conocimiento de la causa. En las siguientes semanas se invertirá

el orden entre 1.er y 3.er turno y luego entre 4.o y 2.o turno, y así sucesivamente.

Este último régimen de turnos estuvo vigente hasta que la acordada n.o 7.559, de 28 de octubre de 2005,

además de disponer la remisión de expedientes al Juzgado de Adolescentes de 4.o turno, ordenó que los asuntos

fueran atendidos por el juez de adolescentes que estuviera de turno.

El CNA cambió la denominación de los juzgados de menores con el objetivo de darles para la separación de

competencias —infracción/protección— una expresión adecuada a los estándares internacionales.

En cuanto a la segunda instancia, la competencia en materia de adolescentes se mantiene asignada para que

conozcan los Tribunales de Apelaciones de Familia (TAF), los que tienen competencia, asimismo, respecto de

los casos de protección de derechos. No existe, por tanto, una especialización de los tribunales de segunda

instancia en la temática penal juvenil.

34 Acordada n.º 7.526, de 20 de setiembre de 2004, artículo 4.

35 Cf. acordada n.º 7.528, de 1.º de octubre de 2004, artículos 1 y 2.
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Capítulo segundo
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—¿Cómo te trató la policía?

—Más o menos: unos me trataban bien, otros te trataban mal,

otros me pegaban. Pasé a forense, y él me miraba y escribía en la

máquina. Me preguntó dónde me pegaron, y ta.

—¿Tenías marcas?

—No, generalmente no dejan marcas.

(Adolescente privado de libertad en la Colonia Berro)

I. Datos generales

1. Introducción

El objetivo central del siguiente apartado es conocer el perfil específico de los adolescentes que son

sometidos a procesos por infracciones a la ley penal. Para ello nos proponemos analizar las características

socioeconómicas de la población estudiada a partir de datos propios y de fuentes secundarias de

información.

Dicha caracterización será luego tomada como marco general para el análisis específico de los

adolescentes judicializados en los tres departamentos de referencia, a partir de los datos relevados. Las

variables que tomaremos son: edad, sexo, nivel educativo, composición del núcleo familiar de referencia,

principal actividad económica del núcleo familiar de referencia y barrio de residencia. Sin embargo,

dado que nuestra unidad de análisis es el expediente judicial, tanto el número como la calidad de las

variables de caracterización resultan limitados. Si bien el objetivo de los procedimientos judiciales no

es la obtención de información socioeconómica en referencia a los adolescentes, son varias las

oportunidades en las que se toman en consideración datos de este tipo.

Conocer, por tanto, cuáles son las características de estos adolescentes es relevante también a la hora

de realizar un análisis del sistema judicial en sí mismo. Ello permite señalar la selectividad de su

funcionamiento, dado que los que generalmente sufren las formas más rígidas de control son quienes

provienen de hogares pobres o marginales. Ellos, los sujetos con mayores probabilidades de ser

seleccionados por el sistema de control social, son quienes corren un verdadero riesgo de ser

institucionalizados. En esta línea, las conclusiones del capítulo retomarán el debate sobre la selectividad

del sistema judicial, a la luz de los datos relevados.

Por último, corresponde expresar que, si bien el total de expedientes relevados en nuestras muestras

es de 281, muchos de ellos incluyen a más de un adolescente, por lo que el total de casos incluidos en la

siguiente caracterización será de 331 adolescentes.
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2. Los adolescentes en Uruguay

Según datos de UNICEF (2005),36  en el año 2004 existían en el Uruguay 100 mil adolescentes en situación

de pobreza y 14 mil en situación de indigencia, lo cual significa que casi la mitad de los adolescentes de nuestro

país se encontraban en estas situaciones. Estas cifras aumentaron notoriamente en los últimos años: en el 2000

los adolescentes que se encontraban en esta situación eran un 26%, mientras que en el 2004 el porcentaje se

incrementó hasta alcanzar un 45% del total.

Asimismo, en el período referido, el aumento de los adolescentes en situación de indigencia —es decir, los

que provienen de hogares que no logran cubrir las necesidades básicas de alimentación— fue realmente notorio:

pasó de representar un 3% en el 2000, a un 6% en el 2004, como lo señala el gráfico 1.

Datos recientes del Instituto Nacional de Estadística revelan un panorama más alentador. De acuerdo con

esta información, el porcentaje de adolescentes pobres en todo el país se redujo en un 2,8% entre el 2004 y el

2005. Mientras que en Montevideo esta reducción corresponde sólo a un 0,5%, en el resto del país urbano

corresponde a un 4,6%.38

La tasa de asistencia a establecimientos educativos de adolescentes —de 13 a 17 años de edad— aumentó en

casi 9 puntos porcentuales entre 1998 y 2004, según datos de UNICEF (2005). Es importante señalar que el

aumento en los porcentajes más significativos de asistencia se produjo a partir del 2000 y en el interior del país.39

A pesar de este aumento, la deserción del sistema educativo continúa siendo un aspecto especialmente

problemático con relación a los adolescentes. Según el último informe de ANEP, es en esta etapa donde comienza

a registrarse un abandono creciente del sistema.

El pasaje de la escuela al liceo constituye una etapa en que la deserción se torna un problema serio. Esto

cobra aún más relevancia si en el análisis se incluye la composición socioeconómica de los hogares de estos

adolescentes. En efecto, son los niños provenientes de los hogares de menores ingresos quienes principalmente

desertan del sistema educativo en el pasaje de primaria al ciclo básico.40

36 UNICEF: Observatorio de los derechos de la infancia y la adolescencia en Uruguay, Montevideo: UNICEF, 2005.

37 Ibídem.

38 Por mayor información sobre la construcción de estos porcentajes véase Instituto Nacional de Estadística: Encuesta Continua de

Hogares, Incidencia de la pobreza 2005, disponible en ‹www.ine.gub.uy›.

39 UNICEF: Observatorio…, o. cit.

40 ANEP: Panorama de la educación en el Uruguay. Una década de transformaciones, 1992-2004, Montevideo, 2005, p. 135.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por UNICEF.37
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El porcentaje de asistencia a establecimientos de enseñanza secundaria —de primero a sexto grado— dentro

del quintil más alto de ingresos (quintil 5) es de 24%, mientras que el quintil de menores ingresos (quintil 1) se

reduce a un 16%, como muestra el gráfico 2.

Otro dato relevante tiene que ver con las diferencias de género respecto a asistencia a la enseñanza media.

Según datos de ANEP, en el 2002 la tasa neta42  de asistencia de las mujeres era de 78,1%, mientras que la de los

varones representaba un 72,9%. Por otra parte, datos recientes de UNICEF (2005) respecto al trabajo de los

adolescentes —de 14 a 17 años de edad— señalan una importante reducción de este fenómeno entre los años

1998 (15%) y 2004 (8%). Entre los adolescentes que trabajaban en el 2004 se observa una diferencia sustancial

entre los que provienen de hogares en situación de pobreza (11%) y los que no (6%).

Al introducir el sexo como variable explicativa surge una diferencia sustantiva, ya que el porcentaje de los

que trabajaban en el 2004 era de 12% entre los varones y 5% entre las mujeres.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por ANEP.41

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por UNICEF.43

41 Ibídem.

42 “La tasas netas se calculan dividiendo los asistentes con edad pertinente sobre la población con edad pertinente”. Cf. ibídem, p. 126.

43 UNICEF: Observatorio…, o. cit.

En cuanto a la actividad, el gráfico 3 muestra que entre 1998 y 2004 se produjo un aumento del 12% entre los

adolescentes que sólo estudian, mientras disminuyó el porcentaje de aquellos que sólo trabajan, el que pasó de

un 6% en 1998 a un 3% en 2004.
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No existen datos recientes respecto al trabajo de los adolescentes en áreas rurales. A este respecto el informe

de UNICEF (2003)44  sobre el trabajo infantil y adolescente en Uruguay señala:

Existe abundante evidencia empírica que confirma la existencia de una incorporación mayor y más temprana

en el mercado laboral en las áreas rurales. Entre los aspectos que suelen señalarse se encuentra la limitada

oferta educativa de nivel medio, que opera como un fuerte condicionamiento, entre otros factores, para que

la decisión entre estudiar y trabajar se incline hacia esta última opción. Además, el tipo de tareas vinculadas al

medio rural hace que la inversión en educación, en muchos casos, pueda quedar en un segundo plano.45

Por lo tanto, el trabajo adolescente debería diferenciarse entre las áreas urbanas y rurales del país, debido a la

existencia de múltiples factores que podrían intervenir en este fenómeno.

3. Perfil de los adolescentes a los cuales se les inicia procedimiento por infracción a la ley penal

a. Edad de los adolescentes

La edad de los adolescentes a los cuales se les inicia procedimiento por infracción ha sido objeto de

múltiples debates. La CDN establece que debe existir una edad mínima de sometimiento para este tipo de

procesos. La legislación uruguaya anterior al CNA (Código del Niño de 1934) no establecía una edad mínima

de ingreso al sistema penal, por lo que existían casos de niños de muy corta edad sujetos a procesos por

infracciones a la ley penal.

El artículo 1.o del CNA expresa que se entiende por niño a todo ser humano de hasta trece años de edad, y por

adolescente al mayor de trece y menor de dieciocho años de edad.

En el caso de los niños que vulneran derechos de terceros, los artículos 117 y siguientes del CNA prevén una

intervención judicial por protección. El procedimiento penal juvenil propiamente dicho se reserva para los

adolescentes, esto es, aquellas personas que al momento de ser judicializadas tienen entre 13 y 17 años.

El proyecto de CNA de 1999 resolvía este tema fijando la edad límite entre niñez y adolescencia en 14 años,

pero en la siguiente legislatura, producto de la transacción política imbuida de la lógica de la seguridad ciudadana,

se redujo ese límite, de claro corte político-criminal. Esta modificación, que implica abrir la puerta para que más

adolescentes entren en el circuito penal juvenil, parte de la idea falsa de que la edad de los niños y adolescentes

que cometen infracciones ha disminuido en los últimos años.46

En el departamento de Montevideo el 68% de los adolescentes judicializados tienen 16 y 17 años al momento

del inicio del procedimiento, mientras que en las edades más bajas —13 y 14 años— se acumula el 16%.

Asimismo, el menor porcentaje refiere a los adolescentes de 13 años, que representan sólo un 5% de aquéllos

sujetos a procesos por infracciones a la ley penal.

En Maldonado y en Salto el mayor porcentaje de adolescentes judicializados también corresponde a los de 16

y 17 años, con el 63% y el 59% respectivamente. En ambos departamentos se observa una menor judicialización

de los adolescentes de 13 y 14 años, que representan un 16% en Maldonado y un 15% en Salto.

44 Dicho informe incluye en el análisis los datos de la Encuesta sobre el Empleo, los Ingresos y las Condiciones de Vida de los Hogares

Rurales realizada por la Oficina de Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) del Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca (MGAP)

entre octubre de 1999 y enero de 2000.

45 UNICEF: El trabajo infantil y adolescente en Uruguay y su impacto sobre la educación. Análisis de la situación en la década pasada

y el presente, Montevideo, 2003, p. 13.

46 Cf. Carlos E. Uriarte: “Responsabilidad penal juvenil”, en Palummo, Pedernera, Silva, Salsamendi y Uriarte: Aproximación…, o. cit.
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Estos datos señalan una tendencia hacia una mayor judicialización de los adolescentes que se encuentran en

la franjas etarias más avanzadas.47

b. Sexo de los adolescentes

La distribución por sexo de los adolescentes corrobora la tendencia general que señala que los varones son

seleccionados en mayor medida por el sistema judicial.

En los tres departamentos analizados el 95% de los casos corresponden a varones, frente a sólo un 5% de

mujeres. Montevideo y Maldonado acumulan un mayor porcentaje de adolescentes mujeres, aunque en ninguno

de los casos se supera el 6%, mientras que en Salto las mujeres representan sólo un 1% del total.

Esta disparidad entre sexos es también una tendencia en los adultos que ingresan al sistema penal. Según

datos del INE, en el año 2003 fueron procesados 10.115 varones y sólo 945 mujeres.48

47 Este dato es coincidente con los expresados investigaciones anteriores: Diego Silva Balerio, Jorge Cohen y Silvana Pedrowicz (coords.):

Investigación sobre las infracciones juveniles y las sanciones judiciales aplicadas a adolescentes en Montevideo, Montevideo: DNI-UNICEF,

2003, p. 31; Alicia Deus y Diana González (coords.): Juicios y silencios. Los derechos humanos de niños y adolescentes en el proceso por

infracción a la ley penal en Uruguay, Montevideo: IACI-Fundación Konrad Adenauer, 2003, p. 30. Es necesario aclarar que ambas investigaciones

refieren a períodos anteriores al CNA, por lo que no existía un límite mínimo de edad de los niños y adolescentes intervenidos.

48 Instituto Nacional de Estadística: Procesamientos por área y sexo. Fuente: Poder Judicial. Elaborado por División Planeamiento y

Presupuesto con datos del Instituto Técnico Forense, disponible en ‹www.ine.gub.uy›.
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Haydée Birgin señala que una posible explicación a esta tendencia es la forma en que se distribuyen los

mecanismos de control social con relación al género de los sujetos criminalizados.

Es un hecho que las mujeres delinquen en menor proporción que los varones. Esto se explica porque el

control social informal es más intenso en el caso de las mujeres, y son ellas quienes, a su vez, ejercen un rol

activo como agentes del control social. Las mujeres no sólo reproducen la fuerza de trabajo, sino que tienen

a su cargo la responsabilidad fundamental de la educación.49

En el mismo sentido, Alessandro Baratta ha afirmado que el sistema de control dirigido preferentemente a la

mujer en su papel de género es el informal, aquel que tiene lugar fundamentalmente en el ámbito familiar.50

c. Actividad y nivel educativo del adolescente

Los datos referentes a la actividad y al mayor nivel educativo formal alcanzado por los adolescentes son los

que presentaron mayores dificultades de relevamiento. En ambos casos, la información recabada a partir de los

expedientes judiciales surge principalmente de las declaraciones de los propios adolescentes en audiencia o de

los informes técnicos realizados, por lo que presentan un alto porcentaje de falta de datos.

En los casos en que sí surge el dato, vemos que en Montevideo el porcentaje más significativo se encuentra

entre los adolescentes que no estudian y no trabajan (13%), seguido de los adolescentes que sólo trabajan, que

representan un 12%. Un 5% de los adolescentes sólo estudia y un 1% estudia y trabaja.

En la misma línea, en Maldonado los porcentajes más altos se encuentran entre los adolescentes que no

estudian y no trabajan (32%), mientras que los que sólo trabajan representan el 19%. Un 11% de los adolescentes

sólo estudia y un 4% estudia y trabaja.

En Salto surgieron más datos respecto a la actividad de los adolescentes, si bien éstos señalan la misma

tendencia que los otros dos departamentos. Un 41% corresponde a adolescentes no estudian ni trabajan, un 33%

a los que sólo trabajan, un 12% a los que sólo estudian y un 2% a los que estudian y trabajan.

49 Haydée Birgin: “Prólogo”, en Haydée Birgin (comp.): Las trampas del poder punitivo. El género del derecho penal, Buenos Aires:

Biblos, 2000, p. 12.

50 Cf. Alessandro Baratta: “El paradigma del género. De la cuestión criminal a la cuestión humana”, en Birgin: o. cit., p. 60. Para

profundizar sobre este aspecto véase Eugenio Raúl Zaffaroni: Sistemas penales y derechos humanos en América Latina, Buenos Aires:

Depalma, 1986, p. 433; y especialmente Eugenio Raúl Zaffaroni: “El discurso feminista y el poder punitivo”, en Birgin: o. cit., pp. 28-29.
































































































































































































































































































































































































































































































































